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               SALA CIVIL FAMILIA

                                   PEREIRA – RISARALDA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
Providencia:
Sentencia – 2ª instancia – 03 de mayo de 2017

Proceso: 

 Ordinario de responsabilidad civil extracontractual  – Revoca parcialmente, adiciona y modifica decisión del a quo

Radicación Nro. :
  
 66001-31-03-001-2011-00291-01

Demandante:



FRANCIA ELENA RUIZ AGUIRRE

Demandado:



CONSTRUCCIONES CFC Y ASOCIADOS SA y otros

Magistrado Sustanciador:  
  JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Temas: 
RESPONSABILIDAD POR DAÑOS CAUSADOS A INMUEBLE. [C]ontrario a lo que aducen los recurrentes, que no se ha desvirtuado la conclusión del perito, integralmente vista como se dijo, de que las excavaciones realizadas en las obras Montecanelo y Portón de Santa Cruz, contribuyeron ambas al deterioro del inmueble de propiedad de la demandante, a lo cual se sumó la deficiente cimentación de su construcción. Así que el nexo causal sí se acreditó: existe un inmueble; a su alrededor se hicieron excavaciones y se levantaron unas torres; para ese efecto se utilizaron máquinas que produjeron vibraciones; y estas, a falta de una prueba en contrario, causaron los daños que aquí se demandan. (…) [P]robado como está el contrato de seguro, pero también la exclusión que hubiera podido salvarse con un pacto anexo, que nunca existió, y dado que la responsabilidad que aquí se le endilga a la sociedad asegurada proviene, justamente, de la falta de previsión al realizar excavaciones y movimientos de tierra, que a la vez produjeron vibraciones, la excepción propuesta tenía que salir avante, y así será declarado en esta sede. Recapitulando, entonces, se confirmará el fallo protestado, con excepción de los ordinales séptimo y octavo, que se revocarán. En su lugar, se declarará civilmente responsable a la sociedad Construcciones CFC y Asociados SA, (…) Además, se absolverá a la llamada en garantía Seguros Generales Suramericana S.A. En este sentido, se adicionará el ordinal cuarto para declarar probada también la excepción denominada “EXCLUSIONES AL AMPARO ADICIONAL DE RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL DAÑOS MATERIALES “E”, propuesta por la llamada en garantía. 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

                                SALA DE DECISIÓN CIVIL-FAMILIA

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, mayo tres de dos mil diecisiete
Expediente 66001-31-03-001-2011-00291-01
Acta Nro. 223 de mayo 2 de 2017
Se deciden los recursos de apelación interpuestos por Construcciones CFC y Asociados SA y Seguros Generales Suramericana S.A., contra la sentencia emitida el 19 de diciembre de 2014, por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, en este proceso ordinario de responsabilidad civil extracontractual que  Francia Elena Ruiz Aguirre inició frente a aquella sociedad, Óscar Corrales Villegas y el Conjunto Cerrado Portón de Santacruz PH, al que fueron llamados en garantía, la otra recurrente y la Compañía Aseguradora de Fianzas SA -CONFIANZA-. 
ANTECEDENTES  

  



Reclamó la demandante que se declarara civilmente responsables a los demandados por los daños y perjuicios ocasionados al inmueble de su propiedad, ubicado en la calle 38 No. 10-79 de Pereira, y se les condenara a pagarle los perjuicios materiales consistentes en el valor de la cimentación, los estudios, reparación y acabados del inmueble, más la depreciación sufrida, todos los cuales cuantificó. 

  



El soporte fáctico se resume en que es propietaria del aludido inmueble; para el año 2008 la sociedad Construcciones CFC y Asociados SA inició labores de construcción del conjunto cerrado Portón de Santacruz Propiedad Horizontal,  ubicado en la calle 38 No. 13-115 de Pereira; además a Óscar Corrales Villegas, se le concedió licencia para la construcción de una obra en la calle 38 No. 10-99, denominada Multifamiliar Montecanelo. Como consecuencia de esas construcciones, su inmueble sufrió daños, tales como fisuras en las paredes y en los pisos, entre otros, por lo que solicitó una inspección judicial previa con intervención de perito, quien determinó que esos daños fueron provocados por la construcción del edificio Portal de Santacruz, cada uno de los cuales describió y valoró. 

  



Agregó que, según el perito, las grietas y daños aumentarán en el futuro, y concluyó que el bien se ha depreciado. Ellos, por tanto, le han causado graves inconvenientes, porque pueden generar un problema estructural y un desastre mayor, sobre los que no se han apersonado los demandados. 

   



Inadmitida la demanda, aclaró algunos hechos, entre ellos, que la Edificación Multifamiliar Montecanelo se ubica al otro lado de su vivienda y las labores que allí se han realizado para levantar 2 sótanos, 64 parqueaderos y ocho pisos con 49 apartamentos, ha influido en el deterioro constante y continuo de la vivienda de su propiedad, y a pesar de las conversaciones con el señor Corrales, solo responsabiliza a Construcciones CFC y Asociados SA. 

  



Se admitió el libelo (f. 184, c. 1). En tiempo, los demandados intervinieron, así: 

   



El Conjunto Cerrado Portón de Santa Cruz Propiedad Horizontal, por medio de apoderada judicial, se refirió a los hechos, se opuso a lo pretendido y opuso las excepciones que nominó falta de legitimación en la causa por pasiva, bajo el entendido suyo de que mediante un contrato de fiducia mercantil, se le entregó a la sociedad Construcciones CFC y Asociados S.A.,  en calidad de fideicomitente, el lote de terreno sobre el cual se construyó el conjunto residencial, y quedó establecido que el proyecto sería por cuenta y riesgo de aquella, como ocurrió, de manera que la propiedad horizontal no fue dueña de la obra, ni beneficiaria de la misma y, por consiguiente, nada tiene que ver con los daños que aquí se reclaman. 

    



Óscar Corrales Villegas, también asesorado judicialmente,  aceptó unos hechos y negó otros; refutó las pretensiones y expuso en su defensa las excepciones que llamó inexistencia de la causal invocada para las declaraciones y condenas, carencia de derecho, falta de legitimación en la causa, buena fe, enriquecimiento sin causa, abuso del derecho, prescripción, y la mal denominada genérica, sustentadas ellas, básicamente, en que no se demuestra de qué manera las obras que adelantó han generado algún perjuicio a la demandante, cuya vivienda, además, está levantada sobre una cimentación inadecuada, pobre y deficiente y el terreno es inestable, de manera que esos yerros no pueden ser asumidos por los vecinos. Valga acotar que sobre la prescripción ningún soporte fáctico se adujo. 
  



Por su lado, Construcciones CFC & Asociados SA, se pronunció sobre los acontecimientos relatados en la demanda; opugnó las peticiones y centró su defensa en las excepciones que denominó falta de legitimación en la causa por activa y por pasiva, responsabilidad exclusiva de la demandante, inexistencia del derecho a demandar y la llamada genérica, que nada de excepción tiene. El soporte de ellas surge de que la vivienda de la demandante está construida sobre un tipo de suelo de relleno que es altamente susceptible de presentar deformaciones y desplazamientos considerables; los asentamientos de la casa son continuos debido a la mala calidad de la cimentación, es decir que no cumple con los criterios mínimos exigidos y aceptados en los códigos de construcción de la ciudad. A ello se suman las excavaciones efectuadas en el predio colindante a la vivienda de la actora que modificaron las pendientes de drenaje anterior y las bajas pendientes logradas después de los trabajos, además de la inexistencia de coberturas adecuadas de la superficie, afectan el lote de la excavación y la vivienda aledaña. Agrega que no hay prueba del estado anterior de la vivienda, antes de la construcción que realizó, y las fotografías que se alcanzaron a tomar y que reposan en la prueba extraprocesal, dan cuenta de los daños que ya existían.  
  



Además de contestar la demanda, llamó en garantía a Seguros Generales Suramericana SA y a la Compañía Aseguradora de Fianzas SA -Confianza-. La primera dio respuesta a la demanda y al llamamiento. Contra aquella propuso las excepciones de inexistencia del hecho generador de responsabilidad atribuible a Construcciones CFC y Asociados SA, inexistencia del nexo causal, causa extraña, excesiva tasación del daño material; además. Objetó la cuantía de las pretensiones indemnizatorias. Frente al llamamiento, propuso las excepciones de exclusión al amparo adicional de responsabilidad civil extracontractual, exclusión de dolo y culpa grave, límite de cobertura y deducible pactado, disponibilidad de cobertura del valor asegurado. 
  



La segunda, por su parte, también se pronunció sobre la demanda y el llamamiento; opuso unas excepciones genéricas que llamó ocurrencia del siniestro por fuera de la vigencia de los seguros y consecuente inexigibilidad de los mismos, nulidad de los contratos de seguro por inexactitudes y reticencia en la declaración del estado de riesgo por parte del tomador, inexigibilidad de las obligaciones por prescripción de la acción derivada de los contratos de seguro. Otras específicas para el riesgo de construcción, que enlistó como ausencia de legitimación en la causa de la llamante, inexigibilidad de los seguros por expresas exclusiones de hechos y pretensiones de la demanda. Adicionalmente, otras frente al seguro de responsabilidad civil extracontractual, que nominó inexigibilidad de responsabilidad por expresas exclusiones de hechos y pretensiones de la demanda, y máximo valor asegurado.

 



Surtido el traslado de las excepciones, se realizó la audiencia de que trata el artículo 101 del CPC, se decretaron y practicaron las pruebas, se concedió el término para alegar de conclusión, lo que hicieron las partes y las llamadas, y se dictó el fallo que negó la objeción al dictamen pericial, declaró probada la excepción de falta de legitimación en la causa propuesta por el Conjunto Cerrado Portón de Santa Cruz PH y por Óscar Corrales Villegas, la de excesiva cuantificación del daño material y objeción al monto indemnizatorio pretendido, propuestas por Seguros Generales Suramericana SA, la de ocurrencia del siniestro por fuera de la vigencia de los seguros y la consecuente inexigibilidad de los mismos, formulada por la Compañía Aseguradora de Fianzas -Confianza-. Declaró improbadas las excepciones que propuso Construcciones CFC & Asociados SA, condenó a Seguros Generales Suramericana SA, al pago de $110’500.000,oo, a favor de la demandante, con motivo de la cobertura de la póliza 1001572-1; y a aquella sociedad al pago de $19’500.000,oo; dispuso la indexación de tales sumas y condenó en costas a estas dos entidades.  
Ambas apelaron. En síntesis, Construcciones CFC & Asociados SA sostiene que (i) está evidenciado que antes de llegar al sector a construir hubo movimientos de tierra y trabajos de adecuación para la construcción del edificio Montecanelo, que no se terminó y dejó una excavación que generó inestabilidad permanente para la casa de la demandante, dada la corta distancia; por eso se equivoca el juez al dar por sentado que tales trabajos carecen de relevancia en el asunto, cuando no cumplieron las condiciones técnicas, mientras que CFC & Asociados acató cabalmente los requisitos para el desarrollo de su proyecto Portón de Santa Cruz, según la licencia otorgada, que está a una distancia muy superior de la vivienda afectada; (ii) la atenuación de las vibraciones producidas por cualquier fuente se disminuye con la distancia, por lo que sería más razonable encontrar daños en el Conjunto Niza, que está más cerca de su proyecto que el inmueble de la demandante y eso no ocurrió; (iii) el juzgado no tuvo en cuenta el informe técnico presentado por Aquaterra Ingenieros Consultores, en el que se alude a la deficiente cimentación de la casa, levantada en un terreno que consiste en llenos potentes de regular conformación, lo que la hace vulnerable ante cualquier afectación o vibraciones; además, el proyecto Santa Cruz presenta todos los estudios técnicos requeridos y las recomendaciones de ejecución respectivas; no se presentaron equipos o labores que generaran vibraciones importantes, por fuera de los límites permitidos o normalmente ocasionados en una construcción; la zona se mejoró y se logró colectar las aguas superficiales; (iv) queda claro que la demandante compró el predio en el año 2006 con vicios ocultos, que debió reclamar a su tradente; (v) al imponer la condena, olvidó el juez que Construcciones CFC  y Asociados SA, no tuvo injerencia en la construcción de la casa y que la cimentación existía desde antes de la construcción del proyecto Portón de Santa Cruz, así que no tiene por qué asumir el costo de la misma; una cosa es que se le atribuyan los daños, que no causó, y otra, que deba apropiarse de una cimentación deficiente. 
La Aseguradora, por su lado, señaló que (i) si de presumir la culpa se trataba, ha debido procederse de esa forma respecto de los dos constructores; (ii) no se demostró el nexo causal entre el actuar de CFC y el daño que se alega, más bien, este obedece a vicios propios del terreno de la demandante; su mala calidad, la inadecuada cimentación, el constante aparcamiento de vehículos pesados frente a ese predio, que permiten concluir que incluso sin las construcciones contiguas, el inmueble se hubiera deteriorado. Y reiteró las exclusiones en el contrato de seguro, respecto de daños a inmuebles adyacentes.  
CONSIDERACIONES

1. Concurren los presupuestos procesales y no se avista causal de nulidad alguna que pueda dar al traste con lo actuado.

2. La legitimación en la causa no admite discusión, por el tipo de responsabilidad que se discute, que es extracontractual, en la medida en que la demandante es la propietaria del inmueble que recibió los daños cuya indemnización se reclama, y la sociedad demandada realizó las obras, producto de las cuales, según se afirma, se produjeron.  
3.
Para abordar lo que es motivo de disenso, comienza la Sala por resaltar, precisamente, que en la resolutiva del fallo impugnado se adoptaron algunas determinaciones que no fueron refutadas por las partes y que, por tanto, deben mantenerse enhiestas. Se trata de los ordinales segundo, tercero, cuarto y quinto, que en su orden declararon probadas las excepciones de falta de legitimación en la causa por pasiva del Conjunto Cerrado Portón de santa Cruz PH y Óscar Corrales Villegas, la de excesiva cuantificación del daño y objeción al monto indemnizatorio pretendido, y ocurrencia del siniestro por fuera de la vigencia de los seguros tomados con la Compañía Aseguradora de Fianzas -Confianza-. 

Así que sobre estos específicos aspectos, nada debe resolverse en esta sede, dado el alcance restringido de la apelación, en los términos del artículo 357 del CPC, vigente para cuando se propusieron los recursos, al margen, claro está, de las consideraciones que deban hacerse respecto de la incidencia que aquellas personas (jurídica y natural) hubiesen podido tener en lo que es el objeto de esta litis. 
Pero ello no es óbice para que se diga que en el caso de Óscar Corrales Villegas, sí había legitimación por pasiva, en la medida en que realizó trabajos de excavación al lado del inmueble de la demandante que, como se verá, contribuyeron a los daños reclamados. Sin embargo, sin necesidad de profundizar en ello, lo que se deduce del fallo es que su absolución surge del hecho de la falta de nexo causal que sin ninguna explicación dedujo el juzgado, no exactamente de la ausencia de legitimación. En ese sentido es que debe entenderse el fallo que, se reitera, se torna en ello inmodificable en sede de apelación, ya que sobre el particular ninguna protesta hubo por la demandante. 

4.
El problema por resolver estriba en determinar si, como señaló el Juzgado, la responsabilidad por los daños causados al inmueble de la demandante, es toda de Construcciones CFC & Asociados SA, y por ello debe responder patrimonialmente, junto con la aseguradora a la que llamó en garantía; o si, como argumentan los recurrentes no quedó establecido plenamente el nexo causal entre la actividad de la constructora y los daños que presenta el bien aludido. 

5.
Ubicada la actividad de la construcción como una de aquellas que surgen por el contrato para la confección de una obra material en los términos del artículo 2053 del C. Civil, y más concretamente en el artículo 2060 de esa obra, puede dar lugar a dos tipos de responsabilidad: una contractual, del empresario o constructor frente a quien demanda sus servicios, según lo previenen normas generales, como los artículos 2056 a 2059 del mismo estatuto, o especiales, como el citado 2060. Y una extracontractual, cuando el responsable de la construcción, por un defecto en la misma, o durante la ejecución de las obras, o por su demolición, causa daños a un tercero
, como ocurriría con las propiedades aledañas. En el primero de estos supuestos, la responsabilidad sería común, esto es, regida por el artículo 2341 del CC; en los otros dos, se ha catalogado como una actividad peligrosa, esto es, de aquellas a las que alude el artículo 2356 ibídem, que contiene un listado meramente enunciativo, y que comporta una presunción de culpa. Así lo han sostenido la jurisprudencia nacional ordinaria
 y constitucional
, aunque esta última esta en sede de tutela, que sirve como criterio auxiliar. , 
En este orden de ideas, se recuerda que los elementos de la responsabilidad se reducen a un hecho culposo, un daño y un nexo causal entre uno y otro; si de la genérica se trata, es decir, la responsabilidad con culpa probada (art. 2341), al demandante le incumbe la prueba de cada uno de ellos. Pero, frente a una actividad peligrosa, que exige la concurrencia de iguales presupuestos, en beneficio de la víctima se le releva de la prueba de la culpa. Dicho de otro modo, a quien demanda, le basta probar el hecho y el nexo causal, pues la ley lo exime de acreditar el elemento subjetivo, en tanto que el demandado solo puede liberarse demostrando una causa extraña, esto es, una fuerza mayor o un caso fortuito, o el hecho de la víctima o el hecho de un tercero
.
A propósito del nexo causal como elemento determinante de la responsabilidad, y la forma de acreditarlo en asuntos en los que se debaten cuestiones técnicas, hace poco rememoró esta Corporación
 la jurisprudencia que señala: 
En reciente pronunciamiento, CSJ SC, 9 dic. de 2013, Rad. 2002-00099-01, la Sala constató la dificultad que enfrenta el juzgador a la hora de determinar la causa adecuada del hecho generador del daño, y señaló los parámetros a los que se debe acudir para determinar dicha relación. Es así como se dijo que 

“La verificación del nexo causal  no ha sido nunca tarea fácil en derecho, como no lo puede ser si se tiene en cuenta que aún en el ámbito de la epistemología ha sido un tema de continuo desarrollo y revisión alrededor del cual se ha generado un debate de dimensiones propias: el problema de la causalidad […] Para establecer ese nexo de causalidad es preciso acudir a las máximas de la experiencia, a los juicios de probabilidad y al buen sentido de la razonabilidad, pues solo éstos permiten aislar, a partir de una serie de regularidades previas, el hecho con relevancia jurídica que pueda ser considerado como la causa del daño generador de responsabilidad civil. Sin embargo –ha sostenido esta Corte– ‘cuando de asuntos técnicos se trata, no es el sentido común o las reglas de la vida los criterios que exclusivamente deben orientar la labor de búsqueda de la causa jurídica adecuada, dado que no proporcionan elementos de juicio en vista del conocimiento especial que se necesita, por lo que a no dudarlo cobra especial importancia la dilucidación técnica que brinde al proceso esos elementos propios de la ciencia –no conocidos por el común de las personas y de suyo sólo familiar en menor o mayor medida a aquéllos que la practican– y que a fin de cuentas dan, con carácter general las pautas que ha de tener en cuenta el juez para atribuir a un antecedente la categoría jurídica de causa. En otras palabras, un dictamen pericial, un documento técnico científico o un testimonio de la misma índole, entre otras pruebas, podrán ilustrar al juez sobre las reglas técnicas que la ciencia de que se trate tenga decantadas en relación con la causa probable o cierta de la producción del daño que se investiga. Así, con base en la información suministrada, podrá el juez, ahora sí aplicando las reglas de la experiencia común y las propias de la ciencia, dilucidar con mayor margen de certeza si uno o varios antecedentes son causas o, como decían los escolásticos, meras condiciones que coadyuvan pero no ocasionan…’ (Sentencia de Casación Civil Nº 6878 de 26 de septiembre de 2002)”. 
.
6.
Precisamente, se demanda aquí a Construcciones CFC & Asociados SA, por cuanto se le imputa que, a causa de la construcción del Conjunto Cerrado Portón de Santacruz, ahora propiedad horizontal, le causó daños al inmueble ubicado en la calle 38 No. 10-79 de Pereira, de propiedad de Francia Elena Ruiz Aguirre. Para demostrar ese aserto, se trajeron varias pruebas. Y con el fin de definir la alzada, se resalta lo siguiente: 

a. El inmueble ubicado en la carrera 11, lote No. 6, manzana 6, matriculado bajo el número 290-21139, es de propiedad de Francia Elena Ruiz Aguirre (f. 6 a 8). Existe una disonancia en lo relacionado con la nomenclatura actual del inmueble, porque en la demanda se alude a la Cra 38 No. 10-79, en tanto que en otros pasajes, como el estudio realizado para soportar el dictamen, se alude al número 11-79. Esta circunstancia, sin embargo, es irrelevante, en la medida en que nadie discute que se trata del mismo bien, y que es sobre él que se reflejan los alegados daños. 
b. Mediante Resolución 4694 del 12 de noviembre de 2008, se inscribió la persona jurídica Conjunto Cerrado Portón de Santacruz, Propiedad Horizontal (f. 10, 11, c. 1), cuya administradora es María Victoria Osorio Salazar (f. 12, ib.). 

c. La demandante pidió que se practicara una inspección judicial anticipada con intervención de perito, para verificar la existencia de los daños y su valoración.  El resultado de esa prueba se condensó en un trabajo (f. 90 a 92), que concluye que los daños que muestra el inmueble fueron ocasionados por las labores de construcción del aludido conjunto, en razón de la vibración de la maquinaria utilizada que produjo grietas “debido a asentamientos del terreno”, que se han aumentado con el tiempo. Explicó el auxiliar que el asentamiento tiene origen en la mala calidad del material de cimentación y se agrandó por las vibraciones derivadas del paso de vehículos y la maquinaria y volquetas utilizadas en la construcción; lo mismo ocurrió en el patio posterior de la casa. Y agregó que la vivienda tiene una antigüedad de 20 años y durante los primeros 17 no sufrió averías, que se vienen presentando a partir de la mentada construcción. Precisó que tales daños consistieron en el agrietamiento abundante de la mampostería estructural de la vivienda, que ha aumentado; de las placas o losas del 2° piso y varias columnas. Luego cuantificó esos daños y su solución en $37’000.000,oo, para lo cual se efectuaron estudios que costaron $4’329.600,oo y adujo que la recomendación es la reconstrucción de la cimentación con pilotes y vigas flotantes. Enseguida anunció que la depreciación del bien asciende a $130’000.000,oo, y que la reconstrucción de la cimentación en pilotes y vigas flotantes tiene un costo de $190’000.000,oo. 
  
Para elaborar el dictamen, el perito se valió de un estudio de suelos y recomendaciones de cimentación, realizado por la firma Álvaro Millán Ángel & Cía. Ltda. (f. 50, c. 1), en el que se concluyó que:

El terreno se compone en la profundidad explorada de una capa de llenos de limos orgánicos e inorgánicos de espesos entre 7.9m y 9.2m, bajo la cual se encuentra una capa de limo vegetal de espesos entre 0.7m y 1.0m que suprayace a capas intercaladas de limos arenosos y limos arcillosos producto de la meteorización de cenizas de origen volcánico. 

El nivel freático no se detectó en la profundidad explorada. 

El espesor de la capa de lleno disminuye hacia el occidente (Calle 38) y hacia el norte.

De acuerdo con perforaciones realizadas en el lote vecino al sur el cambio en el espesor del lleno varía sobre el paramento sur de la casa entre 3.3m y 9.2m, una diferencia de casi 6m.

La casa presenta algunos agrietamientos como se muestra en las fotografías anexas. La propietaria de la casa indica que durante la constricción de los edificios vecinos aparecieron grietas que se fueron agrandando con el tiempo. 

No se conoce el tipo de cimentación de la casa, pero por su bajo número de pisos es de presumir que no fue llevada hasta el terreno natural.

Más adelante señala el estudio que: 

La casa está construida sobre una capa de llenos de limos orgánicos e inorgánicos con presencia de escombros de resistencia baja y densidad media baja, que descansa sobre capas de limos arenosos y limos arcillosos producto de la meteorización de cenizas de origen volcánico de resistencia media alta y densidad media. 

En la casa pueden producirse asentamientos diferenciales producidas (sic) por causas externas (vibraciones) o internas (sobrecarga, pérdida de humedad).
Por las vibraciones de la maquinaria utilizada en la construcción de los edificaciones (sic) vecinas se produjeron grietas (debido a asentamientos del terreno). Las grietas han continuado con el tiempo. 

El fenómeno de asentamientos (sic) de la casa es continuo en el tiempo debido a la mala calidad del material de cimentación. El proceso de asentamiento puede ser agrandado por efectos externos como el de vibraciones por vehículos, maquinarias o sismos. 

Si se quiere minimizar los problemas de asentamientos se debe recurrir a una cimentación profunda. 

El uso de una cimentación superficial no elimina los asentamientos diferenciales debido a las diferencias de espesos de los llenos. 

    
Al perito se le exigió que indicara los fundamentos técnicos o científicos de sus conclusiones (f. 93, c. 1), e insistió en que los daños fueron causados por la construcción del conjunto cerrado Portón de Santacruz. (f. 97, c. 1). 

  
Se objetó por error grave el dictamen (f. 115, c. 1), porque el perito no tuvo en cuenta las condiciones del terreno sobre el que está levantada la vivienda de la demandante, como tampoco la excavación y el movimiento de tierra que se realizaron para la construcción del edificio Montecanelo, contiguo a esa propiedad. Además, la afirmación de que el inmueble no había presentado antes daños, va en contravía de las fotos aportadas (f. 124 a 128, c. 1).  Para sustentar lo dicho, se allegó un informe técnico de la firma Aquaterra S.A., entidad que realizó toda la asesoría técnica y los diseños generales del proyecto Portón de Santacruz, en las obras geotécnicas y cimentaciones de estructuras, y un acompañamiento permanente a las labores derivadas de la consultoría contratada por el propietario de la misma, esto es, Construcciones CFC y A S.A.
  



Allí se consignó que en una visita técnica a la vivienda de la demandante, efectuada el 13 de febrero de 2010, se observaron los daños sobre la misma, fisuras en muros y pisos, concentradas en el paramento de la casa en la zona aledaña al lote del proyecto Edificio Montecanelo, que es colindante, y por la parte posterior al conjunto. Agrega que de acuerdo con el informe de Millán y Asociados Cía Ltda, la casa afectada era vulnerable ante cualquier afectación, dada su cimentación que corresponde a elementos superficiales sobre los suelos de rellenos existentes. Además, que en desarrollo del proyecto Portón de Santacruz, se cumplieron todas las reglas técnicas, la maquinaria utilizada no generó vibraciones importantes, máxime cuando el punto más cercano entre los dos inmuebles está a veintidós metros de distancia. Por el contrario, las tareas realizadas lograron darle estabilidad general a la zona. 
  



Sobre el proyecto Montecanelo, señaló que las excavaciones que se efectuaron tienen una afectación evidente y riesgos considerables para la estabilidad de la vivienda.

   
En el trámite de la objeción, se recaudó el testimonio de Walter Leonín Estrada Trujillo (f. 134, c. 1), gerente de Aquaterra S.A., quien suscribió el informe al que se acaba de aludir. Reseñó que se realizó un estudio geotécnico y de suelos para la construcción del proyecto; que entre la vivienda y el conjunto hay un lote sin construir; que el lote sobre el que se levantó el conjunto, tenía en una porción mayoritaria un relleno antrópico (escombros, tierra, producto de demoliciones) en mal estado y no controlado, por lo cual los pilotes sobre los que se levantó el edificio transportan la carga a estratos competentes, situados por debajo de los depósitos antrópicos. Refirió que se le pidió revisar la vivienda de la demandante, lo que solo pudo hacer por la parte exterior. Agregó que en el lote contiguo hubo un movimiento de tierra que dejo un talud sub-vertical, de altura apreciable en la vecindad inmediata. Reiteró que los daños pudieron obedecer a la deficiente cimentación del terreno y al movimiento de tierra que se realizó en el lote aledaño a la vivienda, no a las vibraciones que produjo la maquinaria utilizada en la construcción del conjunto, pues de haber sido así, otras edificaciones, como el Conjunto Niza, que está mar cercana, se hubiera afectado, mas ello no ocurrió. El mismo deponente intervino en el proceso y ratificó lo dicho, con otras explicaciones más (f. 16, c. 6).
La aludida objeción quedó pendiente de resolución, según lo dijo el funcionario que llevó a cabo la práctica de la prueba extraprocesal (f. 107, c. 1), bajo el entendido de que esa decisión era del resorte del juez ante el cual se hiciera valer. 
Una réplica de ese tipo debe corresponder a un error manifiesto del perito, de tal talante, que contravenga la naturaleza misma de lo que se le ha encargado al auxiliar. Recientemente, se recordó que:
Sobre la base de que “(…) ‘por ‘error’ se entiende el ‘concepto equivocado o juicio falso’ y por ‘grave’ lo que es ‘grande, de mucha entidad o importancia’, según se define en el Diccionario de la Real Academia Española (…)”, esta Corporación tiene decantado que “no cualquier tacha contra el dictamen conduce a descalificarlo. Los reparos procedentes al respecto son los que, amén de protuberantes, en términos generales, se oponen a la verdad o a la naturaleza de las cosas, a tal punto que si no se hubieren cometido los resultados habrían sido diametralmente distintos…La Corte, reiterando doctrina anterior, en el punto tiene explicado que las características de los errores de ese linaje y que permiten diferenciarlos de otros defectos imputables al dictamen pericial, ‘es el hecho de cambiar las cualidades propias del objeto examinado, o sus atributos, por otras que no tiene; o tomar como objeto de observación y estudio una cosa fundamentalmente distinta de la que es materia del dictamen, pues apreciado equivocadamente el objeto, necesariamente serán erróneos los conceptos que se den y falsas las conclusiones que de ellos se deriven’ (Cas. Civ., sentencia del 12 de diciembre de 2005, expediente No. C-2530731840012001-00005-01; se subraya)” (CSJ, SC del 9 de septiembre de 2011, Rad. n.° 2001-00108-01). 

En este caso, el dictamen rendido, a pesar de que adolece de inconsistencias que serán puestas de presente más adelante, no puede concluirse que se oponga diametralmente a la cuestión fáctica que se ha planteado, que consiste, concretamente, en los daños sufridos por el inmueble de la demandante y la causa de los mismos. 

El perito concluyó que ellos fueron propiciados por la construcción del conjunto Portón de Santa Cruz, lo que dijo apoyado en el estudio realizado por Álvaro Millán Ángel y Cía Ltda.  Además, los cuantificó, junto con la depreciación del bien, que fue lo que se le solicitó por la parte interesada (f. 14, C. 1). Así que la pericia recayó sobre el objeto que se pidió examinar y aun con las inconsistencias que enseguida se analizarán, destacó las características del mismo y su situación para el momento en que se elaboró el informe. 

La objeción, por tanto, es inviable. Pero ello no autoriza que el juzgado se hubiera abstenido de realizar un análisis exhaustivo del dictamen, con el fin de establecer si se ajustaba a las exigencias del artículo 241 del CPC, que impone, al momento de apreciarlo, que se recurra a su firmeza, precisión y calidad de los fundamentos, lo que era relevante, en particular, por dos situaciones: 

La primera, que el perito partió de una premisa equivocada, entendido como está que él no realizó directamente ningún estudio, sino que se valió del que realizó la firma Álvaro Millán Ángel y Cía. Ltda. Ese trabajo, en sus dos acápites de conclusiones, señala con claridad que en la casa de la demandante pueden producirse asentamientos diferenciales producidas por causas externas (vibraciones) o internas (sobrecargas, pérdida de humedad) y que por las vibraciones de la maquinaria utilizada en la construcción de las edificaciones vecinas, se produjeron las grietas debido a los asentamientos del terreno, producto de la mala calidad del material de cimentación. Además, que el proceso de asentamiento puede ser agrandado por efectos externos, como vibraciones por vehículos, maquinarias o sismos (f. 412, c.1). Por lo demás, ese informe señala que la misma propietaria mencionó que fue durante la construcción de los edificios vecinos que aparecieron las grietas. 
El perito, sin embargo, concluye que los daños provinieron, exclusivamente, de la construcción del conjunto Portón de Santa Cruz, lo que no guarda armonía con el estudio que le sirvió de apoyo, en el que se alude, en plural, a las construcciones vecinas, y bien se sabe, es indiscutido además, que una de tales obras fue la excavación que realizó por uno de los costados el codemandado Óscar Corrales Villegas, quien pretendía levantar el edificio Montecanelo. 

Y la segunda situación es que el perito afirma, sin sustento alguno, que durante los primeros diecisiete años de antigüedad que le determinó al inmueble, este no sufrió ningún agrietamiento, pero su exposición carece del más mínimo análisis sobre la vetustez de aquellos imperfectos que halló en el bien. 
De manera que, mirado el dictamen en forma sistemática, es decir, conjuntando la valoración del perito con los soportes técnicos que adicionó, permitidos ellos por el artículo 237 del CPC, lo que salta a la vista es que por lo menos tres cosas influyeron en los daños que evidencia la vivienda de la demandante: (i) la excavación en el lote del señor Óscar Corrales Villegas; (ii) la construcción del Conjunto Portón de Santa Cruz; y (iii) los problemas de cimentación de la casa, por cuanto fue levantada sobre una “capa de llenos de limos orgánicos e inorgánicos con presencia de escombros de resistencia baja y densidad media baja, que descansa sobre capas de limo arenosos y limos arcillosos producto de la meteorización de cenizas de origen volcánico o de resistencia media alta y densidad media”, de manera que ha debido recurrirse a una cimentación profunda y no superficial que no elimina los asentamientos diferenciales producidos por causas externas (vibraciones) o internas (sobrecarga, pérdida de humedad). 
Discuten los recurrentes, entre varias cosas, que la culpa presunta tendría que predicarse también respecto del señor Corrales Villegas, quien realizó la excavación en predio contiguo al de la demandante. Eso es cierto, y se le reprocha al Juzgado que sin ninguna motivación, dijera que respecto de él se rompió el nexo causal entre el daño y su actividad, porque no se aportó ninguna prueba que lo acreditara, cuando, según se ha dicho, está claro que el informe técnico sobre el que descansa el dictamen, concluye que fueron “las construcciones” aledañas, en las que su utilizó maquinaria pesada, móvil de la aceleración del deterioro del inmueble. Y lo dijo en plural, se repite, es decir, que no se redujo al conjunto Portón de Santa Cruz, lo que parecía obvio, si la misma demandante informó (f. 56 y 410, c. 1), que “durante la construcción de los edificios vecinos aparecieron grietas que se fueron agrandando con el tiempo”. Más aún, en el relato fáctico ante el centro de conciliación (f. 149, c. 1) y en el de la demanda (f. 181, c. 1) y su aclaración, se afirmó que fue por causa de ambas obras que se produjeron las fisuras, que es lo mismo que se admitió en el interrogatorio absuelto (f. 264). 
Con todo, al comienzo se dijo que la absolución que recayó en Óscar Corrales Villegas se torna para la Sala inmodificable, si bien se trata de un litisconsorcio facultativo y la demandante se mostró conforme con el fallo de primer grado.
A pesar de ello, la situación debe analizarse, no para infligirle condena alguna, sino para establecer si contribuyó eficientemente al daño, de manera que pudiera destruir el nexo causal de la responsabilidad que se le imputa a Construcciones CFC y Asociados SA. 
En este estadio, hay que volver a las pruebas, porque otro de los planteamientos que trae la alzada consiste en que para cuando se inició la construcción del conjunto Portón de Santa Cruz, los daños que se reclaman ya existían.  El perito, se anotó, lo negó, pero también se acotó que lo hizo sin ningún elemento de convicción. La sociedad demandada, que a decir verdad no aportó suficientes elementos de prueba para enervar las pretensiones, señaló que en las visitas técnicas realizadas antes de empezar los trabajos, quedó evidencia del detrimento de varios inmuebles del sector y afirmó que fue imposible realizar tal visita al de la demandante, porque les impidieron el ingreso, no obstante lo cual, en el mes de febrero de 2008 se tomaron unas fotos exteriores que dan cuenta de las fisuras. 
Esa visita, sin duda, ere relevante para el caso, con el fin de establecer, con antelación a la realización de la obra, que ella no afectaría las viviendas vecinas. Y lo era aún más, en la medida en que la bitácora de la obra (f. 686 a 693, c. 1), en lo que fue aportado por la misma demandada, se consignó, en el mes de noviembre de 2007, que se inició el movimiento de tierra para la torre 1; el 4 de diciembre llegó “la piloteadora” y se encontró que los pilotes debían bajar hasta los 24 metros, por la conformación del suelo; el 6 de diciembre se hizo constar que se inició el primer pilote y se empezó a excavar para los pilotes de los ejes F-26 y C-25, ya el 3 de marzo de 2008, se inició la construcción de la torre 1. 
Esto, a juicio de la Sala, indica que de antemano se sabía que en el sector el terreno presentaba inconsistencias que demandaban mayor celo en la obra que iniciaban y más profundidad en los pilotes; de ahí que era fácil deducir que en las edificaciones aledañas podrían sobrevenir algunas consecuencias, lo que implicaba, para los constructores, velar por la disminución de ese riesgo. La misma representante legal de la sociedad (f. 769), reconoció esa situación, lo que constituye una confesión, a términos del artículo 195 del CPC, y en ello fue secundada por Walter Leonín Estrada Trujillo (f. 17, c. 6), quien, además, ratificó lo dicho en su declaración durante la prueba anticipada. 

Para acreditar que se realizaron las visitas técnicas, se aportaron los documentos que obran a folios 482 a 685; de ellos extracta la Sala que es inexistente la constancia que, según la sociedad demandada, se dejó en el sentido de que en el inmueble de la demandante les impidieron el ingreso. Es que, el folio 483, que menciona una situación de ese tenor, hace referencia al inmueble ubicado en la calle 38 No. 11-73, que, por lo que se ve a folio 488, realmente es de propiedad de José Hernando Sánchez. Es importante destacar que esa visita real a este predio, según el acta (f. 487), se efectuó el 3 de abril de 2008, para hacer constar que la construcción del conjunto no había causado ningún problema. En lo demás, las otras visitas se hicieron a la fábrica Normarh (f. 494) y a varios apartamentos del conjunto Niza, estas sí en el mes de octubre de 2007. 

Ahora bien, sostiene la sociedad que se tomaron unas fotos en el mes de febrero de 2008, en la parte exterior del inmueble de la demandante, ya que no se logró el acceso, las que se le pusieron de presente en el interrogatorio (f. 131, 132, 133, 767, c. 1), sobre las que nada reconoció; esas fotografías, que también reposan impresas a folios 674 a 679, enseñan una cosa diferente, porque, sin ser un experto, es claro que no corresponden al exterior, sino al interior de la casa, salvo dos de ellas; allí se observan ventanales, puertas, paredes, lozas, y el patio. Y viene la pregunta ¿por qué adentro? Y la respuesta lógica, por lo que muestran las pruebas, es que sí hubo una visita, pero ella ocurrió cuando las obras ya estaban bastante adelantadas, sino era que se habían terminado, como señaló la representante legal de la sociedad (f. 771, c. 1). 
Lo cierto de todo, es que tales fotos que, se repite, fueron tomadas el 8 de febrero de 2008, no tienen la virtud suficiente para acreditar que para cuando iniciaron las obras, ya se habían presentado las fisuras, porque, según quedó establecido, la bitácora da cuenta de excavaciones desde el mes de noviembre de 2007, para levantar los pilotes, el primero de los cuales se llenó el 6 de diciembre y ese mismo mes se continuó con los otros. A propósito de ello, dijo la representante legal de la entidad (f. 769, c. 1), que para realizar la cimentación profunda recomendada, se requirieron unos pilotes que podían tener entre treinta y cuarenta centímetros y una profundidad que oscilaba entre quince y treinta metros, es decir que debían excavarse unos tres o cuatro metros cúbicos por cada uno, o sea, unos ciento cuarenta metros cúbicos. De manera que antes de tomarse las aludidas fotografías, que son las que le sirven de apoyo a la defensa, ya se habían efectuado excavaciones. 

Se agrega que el testigo Gregorio Hincapié Gómez (f. 7, c. 6) dijo que cuando fueron a hacer la visita de vecindad, no pudieron entrar, porque la propietaria estaba fuera y la empleada del servicio lo impidió; eso, precisó, fue en enero, febrero o marzo, en todo caso, a comienzos del año 2008. Y Adriana Marcela Restrepo Villa (f, 12, c. 6), además de aludir a la maquinaria utilizada para el movimiento de tierra, señaló que fue dos veces a la aludida vivienda, pero la atendió la empleada o quien estaba a cargo en ese momento y no le permitió el ingreso; en la segunda oportunidad, el señor Jaime Rojas firmó como testigo el acta en que constaba que no se pudo realizar; agregó que a los meses de empezar a desarrollar la obra, recibió una llamada de Francia Elena y fue a su casa, donde halló fisuras en las paredes y en la sala, esta última paralela al lote de Óscar Corrales. Realizada la visita, pasó a la casa de enseguida y preguntó si se había causado algún daño y le dijeron que no, como se hizo constar en acta; mencionó que las visitas se empezaron a efectuar cuando estaban en el proceso de mover la tierra. 

Nada diferente emerge de estos dichos; con ellos se ratifica que las obras comenzaron sin que se hiciera previamente una vista a la vivienda de la demandante; la comparecencia de estas personas ocurrió en el año 2008, y para entonces, ya se habían efectuado excavaciones.  
Acerca de la maquinaria utilizada, varias personas se refirieron, pero vale resaltar la versión de Luis Enrique Parra Andrade, quien la suministró; se trató de un buldócer y una excavadora, tipo pajarito, para el movimiento de tierra, y unas volquetas. Y que esta maquinaria produjo vibraciones, sale a relucir con el relato de Fabiola Aguirre, tía de la demandante, quien señaló que trabajó muchos años para ella y estaba allí, en su casa, cuando comenzó la construcción y empezó a notar la aparición de grietas en el garaje, en el frente, en la habitación que ella ocupaba y en la sala; agregó que la maquinaria hacía temblar mucho la casa y una vez, por reclamación de Francia Elena, una ingeniera fue y tomó unas fotos, que es lo que explicaría la existencia de las que se mencionaron del 8 de febrero de 2008. 
Ese testimonio, que podría mirarse con algo de reserva por provenir de la tía de la demandante, infunde credibilidad a la Sala, por lo espontáneo que se advierte; fue concreto sobre los hechos investigados y en sus dichos no se advierte ánimo alguno de tergiversar la verdad o de causar algún perjuicio a las partes. 

Además, no está aislado, porque Raquel Roldán Montes, administradora del conjunto residencial Niza I (f. 30, c. 6), precisó que allí sí se hicieron visitas y se levantaron actas; al finalizar la obra se corroboró y no hubo daños, pero que la gente del conjunto sí le decía que se sentía cómo se movían los edificios, especialmente los más cercanos a Portón de Santa Cruz, como si estuviera temblando, lo que ella veía normal por el uso de la maquinaria; explicó, adicionalmente, que en ese sector, y específicamente en la calle donde está ubicada la casa de Francia Elena, se parqueaban camiones, tipo niñera, pues había un concesionario de vehículos; también, que cerca de la vivienda pasa el anillo longitudinal del sector, testimonio que igualmente es digno de crédito, si bien la deponente, antes que mostrar un ánimo avieso, relató lo que el resto del acervo probatorio confirma y lo que los habitantes del conjunto que administra le han contado. 
Con todo esto, se tiene, contrario a lo que aducen los recurrentes, que no se ha desvirtuado la conclusión del perito, integralmente vista como se dijo, de que las excavaciones realizadas en las obras Montecanelo y Portón de Santa Cruz, contribuyeron ambas al deterioro del inmueble de propiedad de la demandante, a lo cual se sumó la deficiente cimentación de su construcción. 
Así que el nexo causal sí se acreditó: existe un inmueble; a su alrededor se hicieron excavaciones y se levantaron unas torres; para ese efecto se utilizaron máquinas que produjeron vibraciones; y estas, a falta de una prueba en contrario, causaron los daños que aquí se demandan. 
7. 
Ahora bien, salta a la vista que dicha responsabilidad fue solidaria, en los términos del artículo 2344 del C. Civil, que establece que “si un delito o culpa ha sido cometido por dos o más personas, cada una de ellas será solidariamente responsable de todo perjuicio procedente del mismo delito o culpa…”.
 Afirmación que proviene del hecho de que está acreditado, con las pruebas reseñadas, que las averías del inmueble de la demandada tuvieron una fuente múltiple, en la medida en que a ellas contribuyeron tanto la excavación que realizó Óscar Corrales Villegas, como la que correspondió a la sociedad demandada; ambas actividades implicaron el movimiento de tierra y la utilización de maquinaria que produjo vibraciones. 

De donde surge que, a pesar de la absolución de Óscar Corrales Villegas, Construcciones CFC y Asociados S.A., está llamada, como responsable solidaria, a resarcir los perjuicios irrogados a la demandante, como se definió en primera instancia, aunque con soporte en unas consideraciones un tanto diferentes. 
8.
Como ello es así, las tres primeras réplicas que trae la sociedad demandada contra el fallo, y la primera de la aseguradora, se quedan sin soporte, por lo que, en tal sentido, será prohijado. 

9.
En lo que toca con el monto de los perjuicios, que es la otra crítica que se esgrime la recurrente demandada, se tiene que el juzgado, escuetamente dijo (f. 879, c. 1) que las excepciones de cuantificación excesiva estaban llamadas a prosperar, porque el dictamen establece un total por depreciación del bien de $130’000.000,oo, distribuidos en $37’000.000,oo por el costo de las reparaciones y $93’000.0000,oo por la cimentación. 

En el libelo (f. 172, c. 1) se pidió que se condenara al pago de $260’000.000,oo, pues tomó esos $130’000.000,oo por costos de reparación y cimentación, y otro tanto por concepto de depreciación del inmueble. Pero, como era de esperarse, el Juzgado tuvo en cuenta la aclaración del perito (f. 95, c. 1), que nunca fue controvertida por la interesada, acerca de que la depreciación comprendía esos dos rubros, que sumaban apenas $130’000.000,oo. 

Aun con esa claridad, la Sala halla razón en las recurrentes, porque, ciertamente, los problemas de cimentación del inmueble no pueden serle imputables a la parte demandada, como sí lo fueron los daños. Y no lo son, por la potísima razón, que conocía la demandante desde la práctica de la prueba extraprocesal, de que la cimentación de su vivienda es superficial, y está levantada sobre una “capa de llenos de limos orgánicos e inorgánicos, con la presencia de escombros de resistencia baja y densidad media baja, que descansa sobre capas de limo arenosos y limos arcillosos producto de meteorización de cenizas de origen volcánico de resistencia media alta y densidad baja”. En la casa “pueden producirse asentamientos diferenciales” y ese “fenómeno de los asentamientos es continuo en el tiempo debido a la mala calidad del material de cimentación”; además, “si se quiere minimizar los problemas de asentamiento se debe recurrir a una cimentación profunda” (f. 58, f. 90, c. 1). Así lo concluyó el perito, al tomar como base el estudio que acompañó con su trabajo. 

De manera que una cosa es que la sociedad CFC y Asociados SA, por su falta de diligencia con la práctica de las visitas técnicas, en particular al inmueble de propiedad de la demandante, con el fin de adoptar las medidas tendientes a evitar los daños que se pudieran causar, que en efecto ocurrieron, pues no alcanzó a probar que fueran anteriores, deba salir al resarcimiento de los mismos, y otra, diferente, que se le imponga pagar el costo de la cimentación adecuada del inmueble, cuando se sabe que de tiempo atrás se halla en condiciones deficientes, sobre un terreno inestable, producto de lo cual, no resistió los movimientos que se produjeron con las construcciones vecinas. 

Conviene señalar, llegados a este punto, que el artículo 2357 del C. Civil, señala que la apreciación del daño está sujeta a reducción, si el que lo ha sufrido contribuyó a su causación, aspecto que es pertinente analizar, ya que uno de los soportes de la impugnación radica en que fueron los malos cimientos sobre los que está levantada la construcción de la demandante, los que permitieron su agrietamiento. 

Según se anotó, el estudio anexo al dictamen claramente señala que una de las razones del deterioro del bien fue esa. Pero de allí no se sigue, en este caso concreto, una directa relación causal entre una eventual omisión de Francia Elena Ruiz Aguirre y el daño, porque se sabe que la vivienda tiene una vetustez de aproximadamente veinte años (a la fecha del dictamen, hoy 27 años, f. 90, c. 1), y que la demandante la adquirió en el año 2006 (f. 100). Esto indica, con claridad, que la construcción que hay en su lote es muy anterior a la que levantó la sociedad demandada; a ello se suma que la tomó en las condiciones en que fue levantada en la época que se señaló. Podría endilgársele que no tomara las precauciones necesarias para conocer el verdadero estado de su propiedad; eso puede ser. Sin embargo, ante la ausencia de pruebas que demuestren que antes de las excavaciones que realizaron sus vecinos, su predio se hubiera visto afectado, a primera vista ninguna medida debía adoptar, a menos que se enterara de la deficiencia de sus cimientos. 
Y es aquí donde resulta relevante señalar que esa información pudo habérsela trasladado la sociedad demandada, si la visita técnica al inmueble se hubiera realizado antes de comenzar sus trabajos de excavación. Es que, no se puede pasar desapercibido que la sociedad tiene una responsabilidad mayor por la actividad que habitualmente desempeña que es la construcción; en tal medida, ha debido tomar, como se destacó antes, todas las medidas que impidieran o disminuyeran el impacto de las obras del conjunto cerrado en los predios vecinos; entre ellas, claro está, hacerle saber a sus moradores, y en particular a la demandante, que su terreno estaba levantado sobre un relleno que no resistiría los movimientos de tierra aledaños, al margen de la discusión que teje sobre unos eventuales vicios ocultos, que es tema ajeno a esta contienda.  

Así que, no halla la Sala un nexo causal que pueda conducir a la reducción del monto de la indemnización que, en últimas, se le reconocerá. 
10.
En consecuencia, los ordinales séptimo y octavo serán modificados, no solo por esta razón, sino por la deficiencia técnica que se advierte, en cuanto que la condena al pago de perjuicios se le impuso, en gran parte, de manera directa a la aseguradora y no a la sociedad demandada, sin tener en cuenta que aquella fue llamada en garantía, calidad en la que le corresponde restituirle al asegurado el monto de la indemnización que este, por su lado, pague a la víctima. 
Dicho de otro modo, el pago de la indemnización debe cargársele a quien causó el daño; y solo en caso de que así ocurra, si el contrato celebrado con la aseguradora lo permite, disponer que esta, según las cláusulas del mismo, reintegre ese valor. 
   



11. 
Para el caso, es menester analizar, por último, las otras reclamaciones de Seguros Generales Suramericana SA contra el fallo, consistentes en que la póliza contiene unas exclusiones, una de las cuales tiene que ver con los daños a inmuebles adyacentes, concretamente por causa de vibraciones, excavaciones, remoción de tierras, debilitamiento de cimientos. 
  



En el cuaderno 2 reposa el llamamiento en garantía aludido; a partir del folio 14, reposa la póliza 1001572, tomada por Construcciones CFC y Asociados, en virtud de la cual el juzgado concluyó que fue asegurada, entre otras cosas, la “responsabilidad civil bienes”. Pero no tuvo presente que la proforma correspondiente a ese contrato, fue la identificada como F-01-34-003, que también fue allegadas por las partes (f. 53 a 57). En ella, dentro de las condiciones generales, está señalado que en el amparo de responsabilidad civil extracontractual por daños materiales, se excluyeron expresamente los “DAÑOS A CUALQUIER BIEN, TERRENO O EDIFICIO CAUSADOS POR VIBRACIONES O POR EXCAVACIONES O POR REMOCIÓN DE TIERRAS, DEBILITAMIENTO DE CIMIENTOS, LESIONES O DAÑOS A CUALQUIER PERSONA O BIENES OCASIONADOS POR, O RESULTANTES DE TAL DAÑO (SALVO QUE SE LO HAYA ACORDADO ESPECÍFICAMENTE POR ANEXO). 
  



Este anexo brilla por su ausencia; la sociedad asegurada no probó un pacto extensivo en esa materia, ni que hubiera pagado una prima adicional por ese concepto. 

   



Tal forma de exclusión, está autorizada, por aquello de la autonomía de la voluntad que es propia de un contrato de seguro, por el artículo 1056 del Código de Comercio, según el cual, “con las restricciones legales, el asegurador podrá, a su arbitrio, asumir todos o algunos de los riesgos a que estén expuestos el interés o la cosa asegurada, el patrimonio o la persona del asegurado”.
  



Por manera que, probado como está el contrato de seguro, pero también la exclusión que hubiera podido salvarse con un pacto anexo, que nunca existió, y dado que la responsabilidad que aquí se le endilga a la sociedad asegurada proviene, justamente, de la falta de previsión al realizar excavaciones y movimientos de tierra, que a la vez produjeron vibraciones, la excepción propuesta tenía que salir avante, y así será declarado en esta sede. 

  



11. 
Recapitulando, entonces, se confirmará el fallo protestado, con excepción de los ordinales séptimo y octavo, que se revocarán. En su lugar, se declarará civilmente responsable a la sociedad Construcciones CFC y Asociados SA, y se le condenará al pago de la suma de $37’000.000,oo, que indexada a la fecha equivale a $49’609.019,oo, suma que resulta de aplicar la fórmula VR = VH x (IPC actual/IPC inicial), donde VH es el valor a actualizar, el IPC actual acumulado asciende a 136,76 y el inicial es de 102, tomando como referencia el mes de diciembre de 2009
 que fue cuando se rindió el dictamen pericial (f. 92, c. 1). 

  



Además, se absolverá a la llamada en garantía Seguros Generales Suramericana S.A.
  



En este sentido, se adicionará el ordinal cuarto para declarar probada también la excepción denominada “EXCLUSIONES AL AMPARO ADICIONAL DE RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL DAÑOS MATERIALES “E”, propuesta por la llamada en garantía. 
Se modificará, dado este resultado, el ordinal noveno, en el sentido de que las costas de primera instancia correrán a cargo de la sociedad demandada y a favor de la demandante en un cuarenta por ciento de las causadas, por la prosperidad parcial de lo reclamado. 

Igualmente, como en esta sede no se confirmará, ni se revocará íntegramente el fallo, se exonerará de costas a las partes.
En lo relacionado con la llamada en garantía, Construcciones CFC y Asociados SA deberá pagar las costas a su favor, tanto en primera como en segunda instancia, pues su recurso fue totalmente favorable. 

Como quiera que este asunto hará tránsito al Código General del Proceso a partir de la notificación, inclusive, de esta providencia, las costas serán liquidadas en primera instancia, en la forma señalada por el artículo 366 del nuevo estatuto. 
DECISIÓN

En consonancia con lo discurrido, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, respecto de la sentencia emitida el 19 de diciembre de 2014, por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, en este proceso ordinario de responsabilidad civil extracontractual que Francia Elena Ruiz Aguirre inició frente a Construcciones CFC y Asociados SA, Óscar Corrales Villegas y el Conjunto Cerrado Portón de Santacruz PH, al que fueron llamados en garantía Seguros Generales Suramericana S.A y la Compañía Aseguradora de Fianzas SA -CONFIANZA-. 
RESUELVE:

1. REVOCAR los ordinales séptimo y octavo. 
    
En su lugar, se declara civilmente responsable a la sociedad Construcciones CFC y Asociados SA, por los daños causados al bien de propiedad de la demandante. 

  
En consecuencia, se le condena a pagar la suma de $37’000.000,oo, que indexada a la fecha equivale a $49’609.019,oo. 
2. Se ADICIONA el ordinal cuarto, para declarar también probada la excepción denominada “EXCLUSIONES AL AMPARO ADICIONAL DE RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL DAÑOS MATERIALES “E”, propuesta por la llamada en garantía.
  
Por tanto, se absuelve a Seguros Generales Suramericana SA.

Se MODIFICA el ordinal noveno, en el sentido de que las costas de primera instancia correrán a cargo de la sociedad demandada y a favor de la demandante en un cuarenta por ciento de las causadas, por la prosperidad parcial de lo reclamado. 

Igualmente, como en esta sede no se confirmará, ni se revocará íntegramente el fallo, se exonerará de costas a las partes (art. 392, reglas 3 y 4, CPC).  En lo relacionado con la llamada en garantía, Construcciones CFC y Asociados SA deberá pagar las costas a su favor, tanto en primera como en segunda instancia, pues su recurso fue totalmente favorable. Se liquidarán en primera instancia.
3. En lo demás, se CONFIRMA. 
Notifíquese

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 


   DUBERNEY GRISALES HERRERA 
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